
 

 
 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE EXPIDE LA LEY FEDERAL DEL 

PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN, A CARGO DE LA DIPUTADA ADRIANA DEL PILAR 

ORTIZ LANZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

La suscrita, Adriana del Pilar Ortiz Lanz, diputada federal de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la 

Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y artículo 

6o., numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la 

consideración de esta soberanía la presente iniciativa, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La cultura ha ido cambiando a lo largo de la historia y desde la época del Iluminismo, ha sido asociada a la 

civilización y al progreso abarcando las distintas formas y expresiones de una sociedad como los son las 

costumbres, las prácticas, los rituales, los tipos de vestimenta, las normas de comportamiento y el desarrollo de las 

facultades intelectuales del hombre. 

México, es un país rico en expresiones culturales que se manifiestan por todo su territorio, cada una de ellas con 

características muy singulares y representativas de nuestro devenir histórico, de las que debemos sentirnos 

orgullosos. 

Es tal la riqueza cultural de nuestro país que, a lo largo del tiempo, además de ser motivo de estudio y atracción 

turística, ha sido tentación para delincuentes y saqueadores, razón que ha hecho necesario el establecimiento de 

normas protectoras de esa riqueza cultural. 

Desde 1914 y hasta la fecha, en México se han promulgado cinco ordenamientos jurídicos cuyo objeto central ha 

sido la conservación de su patrimonio cultural: 

1. “Ley sobre Conservación De Monumentos Históricos y Artísticos y Bellezas Naturales”. 

2. “Ley sobre Protección y Conservación de Monumentos y Bellezas Naturales”. 

3. “Ley sobre Protección y Conservación de Monumentos Arqueológicos e Históricos, Poblaciones Típicas y 

Lugares de Belleza Natural”. 

4. “Ley Federal del Patrimonio Cultural de la Nación”. 

5. “Ley Federal Sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos”. 

El 7 de abril de 1914, fue publicada por el Presidente Victoriano Huerta, en el Diario Oficial de la Federación, la 

“Ley sobre Conservación de Monumentos Históricos y Artísticos y Bellezas Naturales”, bajo las siguientes 

consideraciones: 

“1o. Que los monumentos, edificios y objetos artísticos e históricos constituyen un patrimonio cultural universal 

que los pueblos deben conservar y cuidar empeñosamente; 

2o. Que en el territorio nacional existen muebles e inmuebles de importancia artística e histórica, que son, por tal 

motivo, elementos preciosos de la civilización que el Estado debe atender cuidadosamente; 



 

 
 

3o. Que los monumentos, edificios y objetos artísticos e históricos, cuando se conservan sin alteración, 

constituyen verdaderas piezas justificativas de la evolución de los pueblos; y que, a este respecto, debe impedirse 

no solamente la destrucción, sino aun la restauración o las enajenaciones que puedan quitar a tales monumentos, 

edificios y objetos, su fuerza probatoria y su carácter original; 

4o. Que es un hecho notorio que muy a menudo son exportados con destinos a los museos extranjeros públicos o 

privados, importantes objetos históricos y artísticos que deben conservarse en el territorio nacional; 

5o. Que con frecuencia las autoridades civiles, por lo que se refiere al dominio público, y los individuos por lo 

que se refiere al dominio privado, proceden a la enajenación de las obras de arte y de los edificios artísticos e 

históricos, lo mismo que a la demolición p transformación de esos edificios, sin tener en cuenta la importancia 

social de ellos y la necesidad de su conservación; 

6o. Que a menudo desaparecen objetos destinados al culto, con menoscabo del rico y preciosos legado que de 

ellos nos hicieron nuestros antepasados, y que se ejecutan obras de ampliación, reconstrucción, reposición o 

decorado de los templos con menoscabo de sus méritos arquitectónicos y sin atender a la conservación de todo lo 

que tiene valor artístico y tradicional; 

7o. Que por los motivos expuestos y otras razones de no menor valía, se debe poner un límite a estos actos que, 

ya se ejecuten inconsciente o intencionalmente, redundan siempre en prejuicio del pueblo mexicano; 

8o. Que las garantías que otorga la Constitución en materia de propiedad y de contrato tienen por límite el 

interés social; y que el uso exclusivo, la conservación y la mejora que el artículo 16 de la ley de 10 de diciembre 

de 1874 concede a las instituciones religiosas, debe encontrar necesariamente la misma restricción, en virtud de 

la naturaleza misma del Estado, como órgano de la soberanía nacional, y por el derecho de decretar la 

consolidación de la propiedad que corresponde a la nación sobre los templos y edificios accesorios.” 

Esta, comprende ya la definición de patrimonio cultural, como los monumentos, edificios y objetos artísticos e 

históricos de un patrimonio cultural universal, que los pueblos deben conservar y cuidar empeñosamente. 

Refiere también la importancia de impedir, no solamente la destrucción, sino aun la restauración o las 

enajenaciones de los monumentos, edificios y objetos integrantes del patrimonio cultural de la nación, que puedan 

quitarles su carácter original. 

Más adelante, el 31 de enero de 1930, fue publicada por el Presidente Emilio Portes Gil, en el Diario Oficial de la 

Federación, la “Ley sobre Protección y Conservación de Monumentos y Bellezas Naturales”, que abrogó a la 

anterior; 

Este fue el primer esfuerzo legislativo para regular la importante materia arqueológica, colonial y artística, y para 

proteger las poblaciones típicas o pintorescas y los lugares de belleza natural. 

Protegió los monumentos prehispánicos, coloniales o bienes construidos durante el siglo XIX. 

No consideraba como monumentos las obras de artistas vivos, ni las que tuvieran menos de 50 años de ejecutadas. 

Hablaba de la posibilidad de expropiación de un objeto por razón de su interés artístico, arqueológico o histórico 

mediante la indemnización. 



 

 
 

Proponía la posibilidad de expropiar los terrenos donde se descubrieran ruinas o se proyectara hacer una 

excavación con el fin de descubrirlos. 

Luego, el 19 de enero de 1934, fue publicada en el Diario Oficial de la Federación, por el Presidente Abelardo L. 

Rodríguez, la “Ley sobre Protección y Conservación de Monumentos Arqueológicos e Históricos, Poblaciones 

Típicas y Lugares de Belleza Natural”, abrogando la anterior bajo los siguientes argumentos: 

“Primera. La Ley de 30 de enero de 1930 fue el primer esfuerzo legislativo para regular la importante materia 

arqueológica, colonia y artística, y para proteger las poblaciones típicas o pintorescas y los lugares de belleza 

natural. Antes de que se expidiera esta ley, las disposiciones legislativas existentes, incompletas y sin 

coordinación, no podían satisfacer las necesidades derivadas de la indispensable protección del patrimonio 

arqueológico, histórico y artístico del país. 

Sin embargo, la Ley de 30 de enero de 1930, debe ser derogada porque no resuelve la forma cabalmente 

satisfactoria el fundamental problema de la jurisdicción federal sobre los monumentos arqueológicos inmuebles. 

La Honorable Suprema Corte de Justicia de la Nación el 17 de octubre de 1932, falló la controversia constitucional 

iniciada por el Procurador General de la República para demandar la anticonstitucionalidad de la Ley de 13 de 

febrero de 1932, que estableció el dominio del Estado de Oaxaca y la jurisdicción de los Poderes del mismo sobre 

los monumentos arqueológicos que se encuentren localizados en su territorio. Esta sentencia declaró 

anticonstitucional la mencionada Ley de 13 de febrero de 1932, reconociendo que son del dominio de la Nación los 

monumentos arqueológicos existentes en la República Mexicana, de conformidad con el párrafo primero del 

artículo 27 de la Constitución Federal, supuesto que desde la época colonial, los edificios y vestigios arqueológicos 

pertenecían al monarca, y con posterioridad al efectuarse la independencia de México, la propiedad del rey pasó a 

ser propiedad de la Nación, sin que ésta haya transmitido a los particulares, para constituir la propiedad privada, el 

dominio sobre los monumentos arqueológicos inmuebles. 

Además, la Corte estableció con claridad la jurisdicción federal sobre la misma materia, fundada en el citado 

párrafo primero del artículo 27, en la fracción XXV del artículo 73, y 

Con los mismos fundamentos constitucionales invocados por la Corte en la sentencia que se expresó, la iniciativa 

de ley dispone en su artículo 2o. fracción I que la ley tendrá aplicación federal en sus preceptos relativos a 

monumentos arqueológicos, y previene en su artículo 4o. que son del dominio de la Nación todos los monumentos 

arqueológicos inmuebles. 

La circunstancia de que tanto el párrafo primero del artículo 27 como el artículo 132 de la Carta Fundamental se 

refieren a inmuebles; la indiscutible necesidad social de establecer el dominio de la Nación sobre los objetos que en 

inmuebles arqueológicos se encuentren en el futuro, y finalmente la ausencia del otro sujeto de derecho de 

propiedad sobre esos objetos, que no sea el Estado Federal, motivan y justifican que en el segundo párrafo del 

artículo 4o. del proyecto, se establezca que por incorporación, son inmuebles, y por consiguiente, pertenecientes a 

la Nación, los objetos que se encuentren en monumentos inmuebles arqueológicos. 

Es evidente que el precepto anterior no es original ni extraño en el derecho mexicano, si se considera que el 

artículo 750, fracción IV del Código Civil vigente del Distrito y Territorios Federales –que reconoce muy antiguos 

antecedentes—consigna la tesis de que los muebles colocados en inmuebles con intención de que en éstos queden 

permanentemente, se consideran inmuebles también, por destino. 

Como resulta absolutamente imposible comprobar que los muebles arqueológicos existentes en poder de 

particulares al entrar en vigor la ley, proceden de inmuebles precoloniales, la iniciativa de ley estable el Registro de 



 

 
 

la Propiedad Arqueológica Particular, con el objeto de que en él se inscriban, dentro de un plazo de dos años, los 

muebles de la naturaleza indicada que al entrar en vigor la Ley estén poseídos por particulares, sin que, en tales 

casos pueda la Nación pretender la propiedad sobre los objetos que para su registro se presenten. 

Transcurrido el plazo de dos años, la Ley establece la presunción de que proceden de inmuebles precortesianos, los 

objetos arqueológicos que no estén inscritos en el Registro de la Propiedad Arqueológica Particular, pudiendo 

inscribirse, en cualquier época, los objetos que lícitamente sean adquiridos por particulares, ya en virtud de cesión 

que de ellos haga el Gobierno de la República, ya por haber sido encontrados en sitios que no puedan reputarse 

como monumentos arqueológicos. 

Segunda. Otra modificación esencial a la ley en vigor consiste en suprimir la reglamentación para los monumentos 

artísticos, por considerar que esta puede quedar comprendida en los preceptos relativos a monumentos históricos, 

supuesto que toda expresión artística de un pueblo en el pasado, es vinculable fácilmente a su historia misma. 

Por otra parte, la expresión artística, sin que se funde en un dato histórico al cual pretenda vincularse, es, en la 

generalidad de los casos, una cuestión de criterio personal que no debe tratarse en la ley para que ésta en su 

aplicación no resulte injusta. 

Por este motivo, sólo merecerán protección los monumentos artísticos, ya sean muebles o inmuebles, que tengan, 

además, importancia histórica. 

Tercera. En la iniciativa se consignan los preceptos esenciales que deben formar parte de la Ley, para dejar al 

Reglamento de la misma las disposiciones, ya de detalle que hagan posible la aplicación de aquélla. 

Se logrará de esa manera la posibilidad de modificar el sistema reglamentario para plegarlo sin dificultad a las 

necesidades futuras. 

En este tercer sentido se modifica la Ley de 30 de enero de 1930 que comprende numerosas disposiciones, 

francamente reglamentarias. 

Al agradecer a ustedes que den conocimiento de esta iniciativa a la Honorable Cámara de Diputados, les reitero mi 

más especial y distinguida consideración.” 

Recoge los fundamentos constitucionales invocados por la Corte y establece que es de aplicación federal todo lo 

relativo a monumentos arqueológicos e históricos, poblaciones típicas y lugares de belleza natural. 

Treinta y seis años después, el 16 de diciembre de 1970, fue publicada en el Diario Oficial de la Federación, por el 

presidente Luis Echeverría Álvarez, la “Ley Federal del Patrimonio Cultural de la Nación”, que abrogó a la antes 

mencionada. 

Este ordenamiento jurídico se hizo constar de 127 artículos distribuidos en doce capítulos más seis artículos 

transitorios. Un primer capítulo denominado Disposiciones preliminares; seguido del relativo a la adscripción de 

los bienes al patrimonio cultural de la nación; el régimen de propiedad de los bienes culturales; los monumentos 

arqueológicos; los monumentos históricos; los monumentos artísticos; los lugares típicos, pintorescos o de belleza 

natural; la Comisión Técnica de Bienes Culturales; las competencias; la reproducción y exportación de bienes 

culturales; el registro y catálogo de los bienes adscritos al patrimonio cultural de la nación; y, las infracciones 

administrativas y delitos. 



 

 
 

Es muy importante señalar que esta ley determinó con el carácter de interés público la protección, la conservación, 

la recuperación y el acrecentamiento del patrimonio cultural de la nación. 

Y no menos importante, es de señalarse que precisó lo que debe entenderse por patrimonio cultural de la Nación, 

desde el punto de vista jurídico, al establecer en su artículo 2o., que “El patrimonio cultural de la nación está 

constituido por todos los bienes que tengan valor para la cultura desde el punto de vista del arte, la historia, la 

tradición, la ciencia o la técnica, de acuerdo con lo que dispone esta Ley.”; es decir, un concepto de origen 

sociológico desde una perspectiva e interpretación de algunos, cobró vigencia con el carácter de concepto con 

significación jurídica. 

Por otra parte, en su artículo 14, se precisó que solamente cuando los bienes tengan un valor para la cultura, serían 

adscritos al patrimonio cultural de la nación, reconociendo la posibilidad de que la propiedad correspondiera a la 

federación, los estados, los municipios, organismos descentralizados, empresas de participación estatal, o personas 

físicas o morales del sector privado, para luego, enseguida dejar claramente establecido que los bienes solamente 

quedarían adscritos por disposición de la Ley o mediante declaratoria. 

Es importante destacar, de acuerdo con la ley en comento que los bienes adscritos al patrimonio cultural de la 

nación, quedaron sujetos a las limitaciones y modalidades establecidas por la Ley, según la naturaleza de los bienes 

y los titulares del derecho de propiedad. 

Este ordenamiento legal hizo una distinción y tratamiento especial para los bienes que denominó arqueológicos; 

históricos; artísticos; y, los lugares típicos, pintorescos o de belleza natural, a los que dedicó un capítulo para tratar 

lo relativo a cada uno de esos bienes considerados del patrimonio cultural de la nación. 

Para la emisión de dictámenes técnicos para determinar la existencia de valor cultural y la procedencia de las 

declaratorias respecto de los bienes a su consideración, se creó la Comisión Técnica de Bienes Culturales apoyada 

por subcomisiones especializadas. 

También, se establecieron normas en materia de las competencias de las autoridades, lo relativo a la reproducción y 

exportación de los bienes; y en especial, lo relativo al procedimiento de registro y catálogo de los bienes adscritos 

al patrimonio cultural de la nación; así como, de lo relativo a las infracciones administrativas y delitos relacionados 

con los bienes regulados por esta Ley. 

Con sus artículos transitorios, esta Ley abrogó la Ley sobre Protección y Conservación de Monumentos 

Arqueológicos e Históricos, Poblaciones Típicas y Lugares de Belleza Natural, del 27 de diciembre de 1933 y 

todas aquellas disposiciones que representaran oposición a la misma, destacando por su importancia el hecho de 

que dispuso que las declaratorias e inscripciones emitidas y realizadas con anterioridad, conservarían su valor 

legal. 

Posteriormente, el 6 de mayo de 1972, fue publicada en el Diario Oficial de la Federación, por el Presidente Luis 

Echeverría Álvarez, “La Ley sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos”, misma que con 

sus nueve reformas del proceso legislativo, es la que se encuentra vigente y cuya exposición de motivos es la 

siguiente: 

“La vigente Ley del Patrimonio Cultural de la Nación, promulgada el 10 de diciembre de 1970 y publicada en el 

Diario Oficial de la Federación del 16 del mismo mes y año, ha sido objeto de especial estudio por parte de 

quienes, en una u otra forma son sujetos de sus disposiciones habiendo dado a conocer sus puntos de vista al 

Ejecutivo Federal, para hacerlas más operantes. 



 

 
 

Por otra parte, el valioso patrimonio cultural que para el país representan dichos bienes, se ha visto disminuido por 

múltiples causas, lo que también hace inaplazable la expedición de un nuevo estatuto que facilite su protección, 

conservación, restauración, mejoramiento y recuperación. 

Por lo anterior, se somete a consideración de este H. Congreso de la Unión, la presente Iniciativa que prescribe que 

su objeto es de interés social y sus disposiciones de orden público, y declara de utilidad pública la protección, 

conservación, restauración, mejoramiento y recuperación de los monumentos arqueológicos, artísticos e históricos, 

así como de las zonas monumentales. 

Por la imposibilidad evidente de calificar en todos los casos qué bienes culturales deben ser considerados como 

monumentos, la Iniciativa consigna el sistema de que dicha calidad la determine la propia ley o proceda a hacerlos 

el Ejecutivo Federal mediante la declaratoria correspondiente. 

La determinación legislativa o la declaratoria administrativa, no tienen más efecto que sujetar al bien mueble o 

inmueble de que se trate a las disposiciones de la ley, por cuanto hace a su protección, conservación, restauración y 

mejoramiento. Respecto a los monumentos arqueológicos; que sin excepción, lo son por determinación de la ley, 

comprende a los bienes muebles e inmuebles, producto de culturas anteriores al establecimiento de la hispánica en 

el territorio nacional, así como los restos humanos de la flora y loa fauna relacionados con esas culturas, y se 

declara que la propiedad originario de los mismos, corresponde a la nación. 

Es manifiesto que se supera la Ley de 1934 y la vigente, que únicamente consideran como pertenecientes a la 

nación los inmuebles arqueológicos y los objetos que se encontraren en ellos. Empero, se respetan los derechos de 

los actuales poseedores de muebles arqueológicos, a los que se les acreditará como propietarios, si los inscriben en 

el Registro de la Propiedad Arqueológica, que para tales efectos se crea. 

Por lo que hace a los monumentos artísticos, se requiere la declaratoria correspondiente para sujetarlos al régimen 

establecido en la Iniciativa, y por cuanto a los históricos, se reputan como tales a los vinculados con la historia de 

la nación, que con dicha calidad determina la propia ley y a los que se señalen en la declaratoria respectiva. 

Figura novedosa en la Iniciativa, son las zonas monumentales arqueológicas, artísticas o históricas, que define 

como las áreas donde se encuentran dos o más monumentos de esa categoría. 

Congruente con la forma federal del Estado Mexicano, la Iniciativa dispone que las zonas monumentales queden 

sujetas a la jurisdicción de los poderes federales, en los términos de la ley; pero si estuvieren ubicadas en el 

territorio de un Estado, se requerirá la aprobación de la legislatura correspondiente. 

Asimismo, siendo el Gobierno Federal respetuoso del marco jurídico que dimana de la Ley Suprema, la Iniciativa 

estipula los derechos y obligaciones del Estado y los de los propietarios de bienes arqueológicos, artísticos e 

históricos, y para proteger la propiedad particular, instituye el registro Público de Monumentos y Zonas 

Monumentales. 

Las autoridades encargadas de la aplicación de la ley, son por razones obvias el Presidente de la República, el 

Secretario de Educación Pública los Institutos Nacional de Antropología e Historia, y Nacional de Bellas Artes y 

Literatura, dependientes de la citada Secretaría. Establece las atribuciones de dichas autoridades y precisa sus 

respectivos ámbitos de competencia, previniendo que en caso de duda sobre las atribuciones de estos últimos, el 

Secretario de Educación Pública resolverá a cuál le corresponde su ejercicio. 

Se regula el comercio y la exportación en materia de monumentos, según se trate de los de propiedad de la nación o 

de los particulares. 



 

 
 

Acorde con los principios sustentados por la Carta Magna, el Estado se reserva la facultad exclusiva de efectuar 

exploraciones arqueológicas, las que podrán realizarse por instituciones particulares, previa autorización.” 

Declara de utilidad pública la protección, conservación, restauración, mejoramiento y recuperación de los 

monumentos arqueológicos, artísticos e históricos, así como de las zonas monumentales. 

Al señalar la imposibilidad evidente de calificar en todos los casos qué bienes culturales deben ser considerados 

como monumentos, refiere que la ley determine los bienes que deben ser considerados como tales mediante la 

declaratoria correspondiente. 

Ahora, con la presente iniciativa se propone la expedición de una nueva Ley, tomando en consideración que el 

patrimonio cultural de la Nación lo integran, no sólo los monumentos y zonas arqueológicas y los bienes muebles e 

inmuebles que revistan valor artístico relevante, sino también los derechos derivados de éstos, tanto en el plano 

nacional como en el internacional. 

Se definen las autoridades competentes para conocer y resolver todo lo relacionado con las zonas y monumentos 

arqueológicos, históricos y artísticos que forman parte del patrimonio cultural de la Nación. 

Asimismo, busca una mayor participación de los estados que conforman la federación para hacer más eficaz la 

protección, el conocimiento en el ámbito mundial de nuestras costumbres, creencias, historia, monumentos 

artísticos y de los bienes muebles e inmuebles que revisten valor relevante. 

Se considera la posibilidad de celebración de convenios de colaboración entre las autoridades de las entidades 

federativas y de los municipios con el Instituto competente para la conservación y exhibición de los monumentos 

artísticos e históricos y arqueológicos. 

Se reducen los plazos del trámite de declaratoria de patrimonio cultural de la nación. 

Como parte de un proceso de simplificación se fusionan los dos registros y las dos comisiones existentes en la 

materia para integrar, el Registro Público del Patrimonio Cultural de la Nación, para la inscripción de declaratorias 

de los bienes del patrimonio cultural de la nación, que comprende las zonas y monumentos arqueológicos, 

históricos y artísticos, y la Comisión Nacional del Patrimonio Cultural de la Nación, que tendrá por objeto dar su 

opinión a la autoridad competente, para la expedición de declaratorias de bienes del patrimonio cultural de la 

nación. 

Es importante señalar que una nueva reflexión sobre el título de la Ley vigente nos ha llevado a concluir que debe 

ser modificado por el de Ley Federal de Patrimonio Cultural de la Nación, toda vez que cualesquier concepto 

sociológico se transforma en concepto jurídico mediante la definición que del mismo se establece en la ley, siendo 

el caso de que en artículo 5º, fracción VII de la ley que se propone, se define como Patrimonio cultural de la 

Nación: Las zonas y monumentos arqueológicos, artísticos o históricos y los bienes con valor cultural 

determinados expresamente en esta Ley; así como, los bienes producto de la evolución de la cultura o con valor 

cultural excepcional que sean declarados así por la Comisión Nacional; argumento que se ve fortalecido por la 

UNESCO quien, en su convención internacional se refiere precisamente a la preservación y conservación del 

patrimonio cultural universal y no solamente a bienes muebles o inmuebles de carácter arqueológico, histórico o 

artístico. 

De igual manera nuestro sistema jurídico ha evolucionado al transformar al Consejo Nacional para la Cultura y las 

Artes en la Secretaría de Cultura. 



 

 
 

El artículo 4o. constitucional a la letra dice: 

“Artículo 4o. Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que presta 

el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. El Estado promoverá los medios para la 

difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y expresiones 

con pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los mecanismos para el acceso y participación a 

cualquier manifestación cultural”; 

Por su parte el artículo 73 fracción XXV de la Carta Magna, a la letra dice: 

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad:...XXV. Para establecer el Servicio Profesional docente en términos del 

artículo 3o., de esta Constitución; establecer, organizar y sostener en toda la República escuelas rurales, 

elementales, superiores, secundarias y profesionales; de investigación científica, de bellas artes y de enseñanza 

técnica, escuelas prácticas de agricultura y de minería, de artes y oficios, museos, bibliotecas, observatorios y 

demás institutos concernientes a la cultura general de los habitantes de la nación y legislar en todo lo que se 

refiere a dichas instituciones; para legislar sobre vestigios o restos fósiles y sobre monumentos arqueológicos, 

artísticos e históricos, cuya conservación sea de interés nacional; así como para dictar las leyes encaminadas a 

distribuir convenientemente entre la Federación, las entidades federativas y los Municipios el ejercicio de la 

función educativa y las aportaciones económicas correspondientes a ese servicio público, buscando unificar y 

coordinar la educación en toda la República, y para asegurar el cumplimiento de los fines de la educación y su 

mejora continua en un marco de inclusión y diversidad. Los Títulos que se expidan por los establecimientos de 

que se trata surtirán sus efectos en toda la República. Para legislar en materia de derechos de autor y otras 

figuras de la propiedad intelectual relacionadas con la misma”. 

Así, tomando en consideración los principios rectores expresados en los artículos 4º y 73 de nuestra Carta Magna, 

nos abocamos a la tarea de elaborar la presente iniciativa de Ley Federal de Patrimonio Cultural de la Nación, que 

contiene los elementos necesarios para cumplir con todos los propósitos antes expresados en esta exposición de 

motivos. 

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta Honorable soberanía la presente Iniciativa con proyecto de 

Decreto 

Artículo Único. Se expide la Ley Federal del Patrimonio Cultural de la Nación para quedar como sigue: 

Titulo Primero 

Capítulo I 

Disposiciones Generales 

Artículo 1o. La presente ley es de orden público, de interés social, de utilidad pública y de observancia general en 

el territorio nacional y establece las bases y modalidades para la coordinación de la federación, las entidades 

federativas y los municipios en materia de investigación, recuperación, restauración, administración, protección y 

conservación del patrimonio cultural de la nación. 

Artículo 2o. La Secretaría de Cultura, el Instituto Nacional de Antropología e Historia, el Instituto Nacional de 

Bellas Artes y Literatura y los demás institutos culturales del país, en coordinación con las autoridades estatales y 

municipales y los particulares, realizarán campañas permanentes para fomentar el conocimiento y respeto a las 

zonas y monumentos arqueológicos, históricos y artísticos que forman parte del patrimonio cultural de la nación. 



 

 
 

Artículo 3o. La aplicación de esta Ley corresponde a: 

I. El Presidente de la República; 

II. El Secretario de Cultura; 

III. El Instituto Nacional de Antropología e Historia; 

IV. El Instituto Nacional de Bellas Artes y Literatura; y 

V. Las demás autoridades y dependencias federales, estatales y municipales, en los casos de su competencia. 

Artículo 4o. Las autoridades, federales, estatales y municipales tendrán, en la aplicación de esta ley, la 

intervención que la misma señala. 

Artículo 5o. Para los efectos de la presente ley se entenderá por: 

I. Comisión Nacional: La Comisión Nacional del Patrimonio Cultural de la Nación; 

II. Declaratoria: El pronunciamiento o resolución que declara la existencia y protección de bienes muebles o 

inmuebles con el carácter de patrimonio cultural de la nación, cuya observancia es obligatoria sobre 

aprovechamientos, usos, destinos y reservas de áreas territoriales y bienes, para todos los propietarios, 

poseedores, arrendatarios, adquirientes, detentadores o administradores; 

III. INAH: El Instituto Nacional de Antropología e Historia; 

IV. INBAL: El Instituto Nacional de Bellas Artes y Literatura; 

V. Instituto Competente: El Instituto Nacional de Antropología e Historia o el Instituto Nacional de Bellas Artes 

y Literatura, dependientes de la Secretaría de Cultura del Gobierno Federal; 

VI. Ley: La Ley Federal de Patrimonio Cultural de la Nación; 

VII. Patrimonio cultural de la Nación: Las zonas y monumentos arqueológicos, artísticos o históricos y los 

bienes con valor cultural determinados expresamente en esta Ley; así como, los bienes producto de la evolución 

de la cultura o con valor cultural excepcional que sean declarados así por la Comisión Nacional; 

VIII. Registro: El Registro Público del Patrimonio Cultural de la Nación. 

IX. Reglamento: El Reglamento de la Ley Federal de Patrimonio Cultural de la Nación. 

Titulo Segundo 

Del Patrimonio Cultural de la Nación 

Capítulo I 

De las Zonas y Monumentos Arqueológicos, Históricos y Artísticos 



 

 
 

Artículo 6o. Forman parte integrante del Patrimonio Cultural de la Nación, las zonas y monumentos 

arqueológicos, artísticos o históricos determinados expresamente en esta Ley y los que sean declarados como tales, 

de oficio o a petición de parte. 

El Presidente de la República, o en su caso el Secretario de Cultura, de conformidad con lo establecido por esta 

Ley, expedirá o revocará la declaratoria correspondiente, que será publicada en el Diario Oficial de la Federación. 

Artículo 7o. Son propiedad de la Nación, inalienables e imprescriptibles, las zonas y monumentos arqueológicos 

muebles e inmuebles. 

Artículo 8o. Son monumentos arqueológicos los bienes muebles e inmuebles, producto de culturas anteriores al 

establecimiento de la hispánica en el territorio nacional, así como los restos humanos, de la flora y de la fauna, 

relacionados con esas culturas. 

Artículo 9o. Para los efectos de esta Ley y de su Reglamento, las disposiciones sobre zonas y monumentos 

arqueológicos serán aplicables a los vestigios o restos fósiles de seres orgánicos que habitaron el territorio nacional 

en épocas pretéritas y cuya investigación, conservación, restauración, recuperación o utilización revistan interés 

paleontológico, circunstancia que deberá consignarse en la respectiva declaratoria que expedirá el Presidente de la 

República. 

Artículo 10. Las disposiciones sobre preservación e investigación en materia de monumentos y zonas de 

monumentos arqueológicos e históricos serán aplicables a los rastros de existencia humana que tengan un carácter 

cultural, histórico o arqueológico, localizados en la zona marina de los Estados Unidos Mexicanos, que hayan 

estado bajo el agua parcial o totalmente, de forma periódica o continua, tales como: los sitios, estructuras, edificios, 

objetos y restos humanos, junto con su contexto arqueológico y natural; los buques, aeronaves, otros medios de 

transporte o cualquier parte de ellos. Su cargamento u otro contenido, junto con su contexto arqueológico y natural; 

y los objetos de carácter prehistórico. 

Quedan exceptuados del párrafo anterior los buques y aeronaves de Estados extranjeros, cualquier parte de ellos, su 

cargamento u otro contenido, que gocen de inmunidad soberana conforme a derecho internacional. 

Las autorizaciones para realizar investigación y exploración de los bienes a que se refiere el primer párrafo, se 

sujetarán a lo establecido en esta Ley. 

Artículo 11. Los monumentos arqueológicos muebles no podrán ser transportados, exhibidos o reproducidos sin 

permiso del INAH. El que encuentre bienes arqueológicos deberá dar aviso a la autoridad civil más cercana. La 

autoridad correspondiente expedirá la constancia oficial del aviso, o entrega en su caso, y deberá informar al. 

Instituto competente dentro de las 24 horas siguientes, para que éste determine lo que corresponda. 

Artículo 12. Toda clase de trabajos materiales para descubrir o explorar monumentos arqueológicos, únicamente 

serán realizados por el INAH o por instituciones científicas o de reconocida solvencia moral, previa autorización. 

En las autorizaciones se señalarán los términos y condiciones a que deban sujetarse los trabajos, así como las 

obligaciones de quienes lo realicen. 

Artículo 13. El INAH suspenderá los trabajos que se ejecuten en monumentos arqueológicos sin autorización, que 

violen la concedida o en los que haya substracción de materiales arqueológicos. En su caso, procederá a la 

ocupación del lugar, a la revocación de la autorización y a la aplicación de las sanciones correspondientes. 



 

 
 

Artículo 14. Son monumentos artísticos los bienes muebles e inmuebles que revistan valor estético relevante. 

Para determinar el valor estético relevante de algún bien, se atenderá a cualquiera de las siguientes características: 

representatividad, inserción en determinada corriente estilística, grado de innovación, materiales y técnicas 

utilizados y otras análogas. 

Tratándose de bienes inmuebles, podrá considerarse también su significación en el contexto urbano. 

Las obras de artistas vivos que tengan la naturaleza de bienes muebles, no podrán declararse monumentos 

artísticos. 

Podrán ser declaradas monumentos, las obras artísticas de mexicanos, cualquiera que sea el lugar donde sean 

producidas. Cuando se trate de artistas extranjeros, sólo podrán ser declaradas monumentos las obras producidas en 

territorio nacional. 

La declaratoria de monumento podrá comprender toda la obra de un artista o sólo parte de ella. Igualmente podrán 

ser declaradas monumentos artísticos o quedar comprendidas dentro de las zonas de monumentos artísticos, obras 

de autores cuya identidad se desconozca. 

La obra mural de valor estético relevante será conservada y restaurada por el Estado. 

Artículo 15. Son monumentos históricos los bienes vinculados con la historia de la nación, a partir del 

establecimiento de la cultura hispánica en el país. 

Artículo 16. Por determinación de esta Ley, son monumentos históricos: 

I. Los inmuebles construidos en los siglos XVI al XIX, destinados a templos y sus anexos; arzobispados, 

obispados y casas curales; seminarios, conventos o cualesquiera otros dedicados a la administración, 

divulgación, enseñanza o práctica de un culto religioso; así como a la educación y a la enseñanza, a fines 

asistenciales o benéficos; al servicio y ornato públicos y al uso de las autoridades civiles y militares. Los 

muebles que se encuentren o se hayan encontrado en dichos inmuebles y las obras civiles relevantes de carácter 

privado realizadas de los siglos XVI al XIX inclusive. 

II. Los documentos y expedientes que pertenezcan o hayan pertenecido a las oficinas y archivos de la 

Federación, de los Estados o de los Municipios y de las casas curales. 

III. Los documentos originales manuscritos relacionados con la historia de México y los libros, folletos y otros 

impresos en México o en el extranjero, durante los siglos XVI al XIX que por su rareza e importancia para la 

historia mexicana, merezcan ser conservados en el país. 

IV. Las colecciones científicas y técnicas, podrán elevarse a esta categoría, mediante la declaratoria 

correspondiente. 

Artículo 17. El Presidente de la República, mediante Decreto, hará la declaratoria de zona de monumentos 

arqueológicos, artísticos o históricos, en los términos de esta Ley. 

Las declaratorias deberán inscribirse en el registro y publicarse en el Diario Oficial de la Federación. 



 

 
 

Artículo 18. Zona de monumentos arqueológicos, es el área que comprende varios monumentos arqueológicos 

inmuebles, o en que se presuma su existencia. 

Artículo 19. Zona de monumentos artísticos, es el área que comprende varios monumentos artísticos asociados 

entre sí, con espacios abiertos o elementos topográficos, cuyo conjunto revista valor estético en forma relevante. 

Artículo 20. Zona de monumentos históricos, es el área que comprende varios monumentos históricos relacionados 

con un suceso nacional o la que se encuentre vinculada a hechos pretéritos de relevancia para el país. 

Artículo 21. Las zonas de monumentos estarán sujetas a la jurisdicción Federal, en los términos de esta Ley. 

Artículo 22. En las zonas de monumentos, y en el interior y exterior de éstos, todo anuncio, aviso, carteles; las 

cocheras, sitios de vehículos, expendios de gasolina o lubricantes; los postes e hilos telegráficos y telefónicos, 

transformadores y conductores de energía eléctrica, e instalaciones de alumbrados; así como los kioscos, templetes, 

puestos o cualesquiera otras construcciones permanentes o provisionales, se sujetarán a esta Ley y su reglamento. 

Artículo 23. En las zonas de monumentos, el Instituto competente autorizará previamente la realización de obras, 

aplicando en lo conducente las disposiciones de esta Ley. 

Artículo 24. Los comerciantes en monumentos y en bienes históricos o artísticos, para los efectos de esta Ley, 

deberán registrarse en el Instituto competente, cumpliendo los requisitos establecidos en el Reglamento respectivo. 

Artículo 25. Los monumentos históricos o artísticos de propiedad particular podrán ser exportados temporal o 

definitivamente, mediante permiso del Instituto competente, en los términos del Reglamento de esta Ley. 

Se prohíbe la exportación de monumentos arqueológicos, salvo canjes o donativos a Gobiernos o Institutos 

Científicos extranjeros, por acuerdo del Presidente de la República. 

El Instituto competente, promoverá la recuperación de los monumentos arqueológicos, artísticos o históricos, de 

especial valor para la nación mexicana, que se encuentran en el extranjero. 

Artículo 26. Para la reproducción de monumentos arqueológicos, históricos o artísticos, con fines comerciales, se 

requerirá permiso del Instituto competente, y en su caso se estará a lo dispuesto en la Ley Federal de Derechos de 

Autor. Se exceptúa la producción artesanal, en lo que se estará a lo dispuesto por la Ley de la materia, o en su caso, 

por el Reglamento de esta Ley. 

Capítulo II 

De la Competencia 

Artículo 27. El Instituto Nacional de Antropología e Historia es competente en materia de monumentos y zonas de 

monumentos arqueológicos e históricos. 

Artículo 28. El Instituto Nacional de Bellas Artes y Literatura es competente en materia de monumentos y zonas 

de monumentos artísticos. 

Artículo 29. En caso de duda sobre la competencia de los Institutos para conocer un asunto determinado, el 

Secretario de Cultura resolverá a cual corresponde el despacho del mismo. 



 

 
 

Para los efectos de competencia, el carácter arqueológico de un bien tiene prioridad sobre el carácter histórico, y 

éste a su vez sobre el carácter artístico. 

Capítulo III 

De la Comisión Nacional del Patrimonio Cultural de la Nación 

Artículo 30. Se crea la Comisión del Patrimonio Cultural de la Nación, que tendrá por objeto dar su opinión a la 

autoridad competente, para la expedición de declaratorias. 

Artículo 31. La Comisión del Patrimonio Cultural de la Nación, se integrará por: 

I. El Secretario de Cultura, quien la presidirá; 

II. El Director General del Instituto Nacional de Antropología e Historia; 

III. El Director General del Instituto Nacional de Bellas Artes y Literatura; 

IV. Un representante de la Universidad Nacional Autónoma de México; 

V. Dos personas de reconocido prestigio y conocimiento de la historia, la arqueología o el arte, certificados por 

la Universidad Nacional Autónoma de México; 

VI. Un representante del Gobierno de la entidad federativa en donde los bienes en cuestión se encuentran 

ubicados; y 

VII. Un representante de la autoridad municipal en donde los bienes en cuestión se encuentren ubicados. 

La Comisión sólo podrá funcionar cuando esté presente el presidente, y más de la mitad de sus integrantes. Las 

decisiones se tomarán por mayoría de votos de los presentes y el presidente tendrá voto de calidad. 

Capítulo IV 

Del Procedimiento de las Declaratorias 

Artículo 32. En los procedimientos de declaratorias que se inicien a petición de parte, la solicitud respectiva 

deberá presentarse ante el Instituto competente y reunir los siguientes requisitos: 

a) El nombre, denominación o razón social de quién o quiénes la promuevan y, en su caso, de su representante 

legal; 

b) Domicilio para oír y recibir notificaciones y documentos; 

c) Nombre de la persona o personas autorizadas para oír y recibir notificaciones y documentos; 

d) La información necesaria que permita identificar inequívocamente el bien o zona objeto de la petición de 

declaratoria; 

e) Nombre y domicilio de terceros interesados, si los hubiere, y 

f) Los hechos y razones por las que considera que el bien o zona de que se trate es susceptible de declaratoria. 



 

 
 

Artículo 33. La expedición de las declaratorias a las que se refiere la presente Ley se sujetará al siguiente 

procedimiento: 

I. Se iniciará de oficio, por acuerdo expedido por el Secretario de Cultura o a petición de parte, y será tramitado 

ante el Instituto competente. 

Tratándose de declaratorias seguidas a petición de parte, el Instituto competente revisará si la solicitud respectiva 

reúne los requisitos señalados en el artículo que antecede, en cuyo caso se admitirá a trámite. En caso contrario, 

dentro de un plazo de diez días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud, prevendrá por una sola vez al 

promovente para que subsane las omisiones dentro del término de cinco días hábiles contados a partir de que 

haya surtido efectos la notificación. Transcurrido el término sin que la prevención haya sido desahogada, el 

trámite será desechado. 

II. El acuerdo de inicio de procedimiento de declaratorias de monumentos, se notificará personalmente, en su 

caso, al promovente y a los terceros interesados, con su resumen de acuerdo. Tratándose de declaratorias de 

zonas de monumentos arqueológicos, artísticos e históricos, el Instituto competente procederá a realizar la 

notificación mediante publicaciones que contendrán un resumen del acuerdo, el área que abarque la poligonal, 

precisando sus límites, así como la identificación de los inmuebles incluidos dentro del área que se pretende 

declarar. Dichas publicaciones deberán efectuarse por tres días consecutivos en el Diario Oficial de la 

Federación, en uno de los diarios de mayor circulación en la entidad en la que se localice la zona objeto de la 

declaratoria y en uno de mayor circulación nacional, dentro de los diez días hábiles siguientes a la emisión de 

dicho acuerdo. 

Tratándose de declaratorias de monumentos artísticos o zonas de monumentos artísticos, previo a la notificación 

de inicio de procedimiento, el titular del Instituto Nacional de Bellas Artes y Literatura enviará el expediente del 

proyecto de declaratoria a la Comisión Nacional del Patrimonio Cultural de la Nación, para los efectos 

procedentes. En caso de que dicha Comisión Nacional emita opinión favorable respecto de la expedición de la 

declaratoria, el titular de dicho Instituto procederá en los términos establecidos en esta fracción. En caso 

contrario, el procedimiento se dará por concluido, debiéndose emitir el acuerdo correspondiente por la autoridad 

que le dio inicio, por conducto del titular del Instituto competente. Si se tratara de una declaratoria seguida a 

petición de parte, el Instituto notificará la resolución al promovente dentro de un plazo de diez días hábiles 

contados a partir de la fecha en que éste se emita, concluyendo así el procedimiento. 

III. Los terceros interesados tendrán un término de diez días hábiles contados a partir de la notificación o de la 

última de las publicaciones a que se refiere la fracción anterior, para manifestar ante el Instituto competente lo 

que a su derecho convenga y presentar las pruebas que estimen pertinentes. 

IV. Manifestado por los interesados lo que a su derecho convenga y presentadas las pruebas y alegatos o 

transcurrido el término para ello, el titular del Instituto competente enviará al Secretario de Cultura el expediente 

respectivo, junto con su opinión sobre la procedencia de la declaratoria, dentro de un plazo de quince días 

hábiles. 

V. Recibido el expediente por el Secretario de Cultura, si se tratara de una declaratoria que le corresponda 

expedir, tendrá un plazo de sesenta días hábiles para hacerlo o para emitir resolución en contrario, por conducto 

del titular del Instituto competente, la cual será notificada a los interesados dentro de un plazo de cinco días 

hábiles contados a partir de la fecha de su emisión. 

Si se tratara de una declaratoria que corresponda expedir al Presidente de la República, el Secretario de Cultura 

enviará a aquél el expediente dentro de un plazo de cuarenta y cinco días hábiles. El Presidente de la República 



 

 
 

expedirá la declaratoria o emitirá resolución en contrario por conducto del titular del Instituto competente, dentro 

de un plazo de sesenta días hábiles. Dicha resolución será notificada a los interesados dentro de un plazo de 

cinco días hábiles contados a partir de la fecha de su emisión. 

VI. Las resoluciones a que se refiere la fracción anterior únicamente podrán ser impugnadas en términos de lo 

dispuesto por el artículo 83 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

VII. Durante la tramitación del procedimiento, el Presidente de la República o el Secretario de Cultura, según 

corresponda, por conducto del titular del Instituto competente, podrá dictar las medidas precautorias para 

preservar y conservar el bien de que se trate, en términos de esta Ley, la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo y el Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria. 

El presente procedimiento no será aplicable en el caso previsto en el artículo 34 de esta Ley. 

Para lo no previsto en la presente Ley se aplicará supletoriamente la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo y el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Artículo 34. Cuando exista el riesgo de que se realicen actos de efectos irreparables sobre bienes muebles o 

inmuebles con valor relevante, por conducto del Instituto competente sin necesidad de la opinión de la Comisión 

podrá dictar una declaratoria provisional de bienes muebles o inmuebles con valor relevante, la cual estará 

debidamente fundada y motivada y que tendrá efectos por un plazo de cuarenta y cinco días naturales a partir de la 

notificación de que esa declaratoria se haga a quien corresponda, en la que se mandará suspender el acto y llevar a 

cabo las medidas de preservación que resulten necesarias. 

Los interesados podrán presentar ante el Instituto competente objeciones fundadas, dentro del término de quince 

días contados a partir de la notificación de la declaratoria, que se harán del conocimiento de la Comisión Nacional 

y de la Secretaría de Cultura para que ésta resuelva. 

Dentro del plazo de cuarenta y cinco días que se prevé en este artículo, se dictará, en su caso, un acuerdo de inicio 

de procedimiento y se seguirá lo previsto en el artículo 33 de esta Ley. En caso contrario, la suspensión quedará 

automáticamente sin efectos. 

Artículo 35. En los demás actos de autoridad a que se refiere la presente ley, diferentes a los señalados en el 

artículo anterior, la garantía de audiencia se otorgará conforme a lo establecido en la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo y el Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria. 

Artículo 36. Los propietarios de bienes inmuebles declarados monumentos históricos o artísticos, deberán 

conservarlos y, en su caso, restaurarlos en los términos del artículo siguiente, previa autorización del Instituto 

correspondiente. 

Los propietarios de bienes inmuebles colindantes a un monumento, que pretendan realizar obras de excavación, 

cimentación, demolición o construcción, que puedan afectar las características de los monumentos históricos o 

artísticos, deberán obtener el permiso del Instituto correspondiente, que se expedirá una vez satisfechos los 

requisitos que se exijan en el Reglamento. 

Artículo 37. Las autoridades de las entidades federativas y de los municipios, cuando decidan restaurar y conservar 

los monumentos arqueológicos e históricos lo harán siempre, previo permiso y bajo la dirección del Instituto 

competente. 



 

 
 

Asimismo, dichas autoridades cuando resuelvan construir o acondicionar edificios para que el Instituto competente 

exhiba los monumentos arqueológicos e históricos de esa región, podrán solicitarle el permiso correspondiente, 

siendo requisito el que estas construcciones tengan las seguridades y los dispositivos de control establecidos en el 

Reglamento. 

El Instituto competente podrá recibir aportaciones de las autoridades mencionadas, así como de particulares para 

los fines que señala este artículo. 

Artículo 38. El Instituto competente proporcionará la asesoría técnica y profesional para la conservación y 

restauración de los bienes inmuebles declarados monumentos históricos o artísticos. 

Artículo 39. Los propietarios de bienes muebles declarados monumentos históricos o artísticos deberán 

conservarlos, y en su caso restaurarlos, en términos de lo dispuesto por esta Ley y su Reglamento. 

Artículo 40. Las obras de restauración y conservación en bienes inmuebles declarados monumentos, que se 

ejecuten sin la autorización o permiso correspondiente, o que violen los otorgados, serán suspendidas por 

disposición del Instituto competente, y en su caso, se procederá a su demolición por el interesado o por el Instituto, 

así como a su restauración o reconstrucción. 

La autoridad municipal respectiva, podrá actuar en casos urgentes en auxilio del Instituto correspondiente, para 

ordenar la suspensión provisional de las obras. 

Lo anterior, será aplicable a las obras a que se refiere el párrafo segundo del artículo 34. 

Las obras de demolición, restauración o reconstrucción del bien, serán por cuenta del interesado. En su caso se 

procederá en los términos del artículo 41. 

En estos casos, serán solidariamente responsables con el propietario, el que haya ordenado la obra y el que dirija su 

ejecución. 

Artículo 41. El Instituto competente procederá a efectuar las obras de conservación y restauración de un bien 

inmueble declarado monumento histórico o artístico, cuando el particular propietario, habiendo sido requerido para 

ello, no la realice. La Tesorería de la Federación hará efectivo el importe de las obras. 

Artículo 42. Los propietarios de bienes inmuebles declarados monumentos históricos o artísticos que los 

mantengan conservados y en su caso los restauren, en los términos de esta ley, podrán solicitar la exención de 

impuestos prediales correspondientes, con base en el dictamen técnico que expida en instituto competente, de 

conformidad con el Reglamento. 

Artículo 43. El destino o cambio de destino de inmuebles de propiedad federal, declarados monumentos 

arqueológicos, históricos o artísticos, deberá hacerse por decreto que expedirá el Ejecutivo Federal, por conducto 

de la Secretaría de Cultura. 

Artículo 44. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público cuidará que los Institutos competentes tengan 

oportunamente las asignaciones presupuestales suficientes para el debido cumplimiento de sus funciones y 

responsabilidades. 

Artículo 45. Para vigilar el cumplimiento de esta Ley, la Secretaría de Cultura y los Institutos competentes, podrán 

efectuar visitas de inspección, en los términos del Reglamento respectivo. 



 

 
 

Título Tercero 

Capítulo I 

De los Convenios de Coordinación 

Artículo 46. Previo convenio de coordinación, las autoridades de las entidades federativas y de los municipios 

podrán colaborar con el Instituto competente para la conservación y exhibición de los monumentos artísticos e 

históricos, en los términos establecidos en el Reglamento. 

Artículo 47. El Secretario de Cultura promoverá ante los gobiernos de las entidades federativas y de los 

municipios la conveniencia de que se exima del impuesto predial, a los bienes inmuebles declarados monumentos, 

que no se exploten con fines de lucro, suscribiendo en su caso, los convenios de coordinación conducentes. 

Artículo 48. Por la administración y explotación de los monumentos arqueológicos, artísticos, históricos y zonas 

de monumentos, los gobiernos de las entidades federativas y de los municipios, trasladarán al Instituto 

correspondiente, los derechos establecidos en la ley aplicable. 

Artículo 49. Previo convenio de coordinación con el Instituto competente, con la aprobación del Secretario de 

Cultura, los gobiernos de las entidades federativas y de los municipios, podrán administrar los monumentos 

arqueológicos, artísticos, históricos y zonas de monumentos. 

Capítulo II 

De la Participación Ciudadana 

Artículo 50. Los Institutos competentes, de acuerdo con lo que establezca el Reglamento de esta Ley, organizarán 

o autorizarán asociaciones civiles, juntas vecinales, y uniones de campesinos como órganos auxiliares para impedir 

el saqueo arqueológico y preservar el patrimonio cultural de la Nación. Además se establecerán museos regionales. 

Capítulo III 

Del Registro 

Artículo 51. Se crea el Registro Público del Patrimonio Cultural de la Nación dependiente de la Secretaría de 

Cultura. 

Artículo 52. Los Institutos competentes harán el registro de las declaratorias de los bienes del patrimonio nacional 

pertenecientes a la Federación, Estados y Municipios y de los organismos descentralizados y empresas de 

participación estatal. Las personas físicas o morales del sector privado, deberán inscribir ante el Registro los bienes 

del patrimonio nacional que sean de su propiedad o posesión. 

Las declaratorias deberán inscribirse, además, en el Registro Público de la Propiedad competente, en un plazo de 

diez días contados a partir de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Artículo 53. La inscripción en el Registro Público del Patrimonio Cultural de la Nación se hará de oficio o a 

petición de la parte interesada. 

Para proceder a la inscripción de oficio, deberá previamente notificarse en forma personal al interesado. En caso de 

ignorarse su nombre o domicilio, surtirá efectos de notificación personal la publicación de la declaratoria en el 

Diario Oficial de la Federación. 



 

 
 

El interesado podrá oponerse a la inscripción y ofrecer pruebas dentro del término de diez días, contados a partir 

del día siguiente al de la fecha en que surta efectos la notificación personal. 

El Instituto competente recibirá el escrito de oposición y las pruebas, mismas que admitirá conforme a derecho y 

resolverá, dentro de los quince días siguientes. 

Artículo 54. La inscripción no determina la autenticidad del bien registrado. La certificación de autenticidad la 

expedirá el Instituto competente, desahogado que sea el procedimiento establecido en el Reglamento respectivo. 

Artículo 55. Los actos traslativos de dominio sobre bienes inmuebles del patrimonio nacional deberán constar en 

escritura pública e inscribirse en el Registro. 

Quien transmita el dominio, deberá manifestar, bajo protesta de decir verdad, si el bien materia de la operación 

forma parte del patrimonio nacional de conformidad con lo dispuesto en esta Ley. 

Los notarios públicos asentarán los datos de la declaratoria y procederán a solicitar la inscripción del traslado de 

dominio en el Registro, notificando al Instituto competente. 

Artículo 56. Las partes que intervengan en actos traslativos de dominio de bienes muebles del patrimonio cultural 

de la nación deberán dar aviso de su celebración, dentro de los quince días siguientes, al Instituto competente y 

solicitar la inscripción en el Registro. 

Título Quinto 

Capítulo I 

De las Sanciones 

Artículo 57. Al que realice trabajos materiales de exploración arqueológica, por excavación, remoción o por 

cualquier otro medio, en monumentos arqueológicos inmuebles, o en zonas de monumentos arqueológicos, sin la 

autorización del INAH, se le impondrá de tres a diez años y multa de mil a tres mil Unidades de Medida y 

Actualización. 

Al que ordene, induzca, dirija, organice o financie las conductas descritas en el presente artículo, se les 

incrementará hasta por una mitad las penas antes señaladas. 

Artículo 58. Al que valiéndose del cargo o comisión del INAH o de la autorización otorgada por éste para la 

ejecución de trabajos arqueológicos, disponga para sí o para otro de un monumento arqueológico mueble, se le 

impondrá prisión de tres a diez años y, multa de dos mil a cinco mil Unidades de Medida y Actualización. 

Si los delitos previstos en esta Ley, los cometen funcionarios encargados de la aplicación de la misma, las 

sanciones relativas se les aplicarán independientemente de las que les correspondan, conforme a la Ley Federal de 

Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. 

Artículo 59. Al que efectúe cualquier acto traslativo de dominio de un monumento arqueológico mueble o 

comercie con él; y al que transporte, exhiba o reproduzca sin el permiso y la inscripción correspondiente, se le 

impondrá prisión de tres a diez años y, multa de dos mil a tres mil Unidades de Medida y Actualización. 

Al que ordene, induzca, organice o financie los actos descritos en este artículo, se le incrementará hasta por una 

mitad las penas antes señaladas. 



 

 
 

Artículo 60. Al que ilegalmente tenga en su poder un monumento arqueológico o un monumento histórico mueble, 

y que éste se haya encontrado en o que proceda de un inmueble a los que se refiere la fracción I del artículo 16, se 

le impondrá prisión de tres a nueve años y, multa de dos mil a tres mil Unidades de Medida y Actualización. 

Artículo 61. Al que se apodere de un monumento mueble arqueológico, histórico o artístico, sin consentimiento de 

quien puede disponer de él, con arreglo a la Ley, se le impondrá prisión de tres a diez años y, multa de dos mil a 

tres mil Unidades de Medida y Actualización. 

Artículo 62. Al que por cualquier medio dañe, altere, o destruya un monumento arqueológico, artístico o histórico, 

se le impondrá prisión de tres a diez años y, multa hasta por el valor del daño causado. 

Lo anterior, con independencia de cubrir el costo de restauración o reparación del daño, y en caso de pérdida total, 

el valor que arroje el avalúo realizado por el Instituto competente. 

Cuando el daño no sea intencional, se estará a lo dispuesto en el capítulo de aplicación de sanciones a los delitos 

culposos del Código Penal Federal. 

Artículo 63. Al que por cualquier medio pretenda sacar o saque del país un monumento arqueológico, artístico o 

histórico, sin permiso del Instituto competente, se le impondrá prisión de cinco a doce años y, multa de tres mil a 

cinco mil Unidades de Medida y Actualización. 

Al que ordene, induzca, dirija, organice o financie las conductas descritas en el párrafo anterior, se les incrementará 

hasta por una mitad las penas antes señaladas. 

Artículo 64. Al que introduzca al territorio nacional, saque del país, o transfiera la propiedad de bienes culturales, 

infringiendo las disposiciones legales adoptadas en el país de origen de los mismos, se le impondrá prisión de tres a 

doce años y, multa de dos mil a cuatro mil Unidades de Medida y Actualización. 

Los bienes de que se trate serán incautados y quedarán a disposición de las autoridades del país de origen. 

Artículo 65. A los reincidentes en los delitos tipificados en esta Ley, se les aumentará la sanción desde dos tercios, 

hasta otro tanto de la duración de la pena. La sanción para quienes resulten delincuentes habituales, se aumentará 

de uno a dos tantos de la que corresponda al delito mayor. 

Para resolver sobre reincidencia, habitualidad y determinación de multas, se estará a lo dispuesto en el Código 

Penal Federal. 

Los traficantes de monumentos arqueológicos serán considerados delincuentes habituales para los efectos de esta 

Ley. 

La graduación de las sanciones a que esta Ley se refiere, se hará tomando en cuenta la educación, las costumbres y 

la conducta del sujeto, sus condiciones económicas y los motivos y circunstancias que lo impulsaron a delinquir. 

Artículo 66. Cualquier infracción a esta Ley o a su Reglamento, que no esté prevista en este capítulo, será 

sancionada por los Institutos competentes, con multa de doscientos a mil Unidades de Medida y Actualización, la 

que podrá ser impugnada mediante el recurso de revisión, previsto en la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo. 



 

 
 

Capítulo II 

De la Supletoriedad 

Artículo 67. A falta de disposición expresa en esta Ley, se aplicarán supletoriamente: 

I. Los tratados internacionales y las leyes federales; 

II. El Código Civil Federal, el Código Federal de Procedimientos Civiles, la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, y 

III. En lo relativo a las conductas que pudieran ser constitutivas de algún delito, se estará a lo dispuesto por el 

Código Penal Federal y el Código Nacional de Procedimientos Penales. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. Se abroga la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos publicada 

en el Diario Oficial de la Federación el seis de mayo de mil novecientos setenta y dos. 

Tercero. Conservan todo su valor legal las declaratorias expedidas al amparo de la ley que se abroga o de 

cualquier otra ley o decreto que hayan determinado qué bienes tienen la calidad de monumentos o zonas 

arqueológicos, históricos o artísticos. 

Cuarto. Conservan todo su valor legal las inscripciones realizadas de los bienes arqueológicos, históricos o 

artísticos, con antelación la vigencia de la presente Ley. 

Quinto. Dentro de los ciento ochenta días siguientes a la vigencia de la presente Ley, se deberán armonizar los 

reglamentos respectivos por parte del Ejecutivo Federal. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de octubre de 2017. 

Diputada Adriana del Pilar Ortiz Lanz (rúbrica) 


